Contribuciones del Ecuador para informe a presentar a la Asamblea General y al Consejo de Derechos Humanos, en virtud de lo dispuesto en la resolución A/RES/76/172, sobre los derechos humanos de los migrantes
La movilidad humana es un proceso dinámico y complejo, cuyas causas, modalidades y consecuencias se modifican a lo largo de la historia, por lo que debe ser entendida a partir de las realidades locales y globales. Estas dinámicas varían en cantidad e impacto y son agravadas en contextos de crisis, como la provocada por la pandemia del COVID 19. Estos desafíos exigen una respuesta dinámica e integral por parte de los Estados. 

Entre los múltiples temas que, en la actualidad, enfrenta el mundo, se incluyen diversas crisis, como: el incremento de las migraciones económicas y ambientales; así como los desplazados forzados y el incremento de la inseguridad en varios países; los niños, niñas y adolescentes no acompañados; la discriminación y la xenofobia; las complejas realidades de los países de acogida; y, la trata de personas y el tráfico ilícito de migrantes.

Estos desafíos requieren el fortalecimiento de las estrategias entre los países receptores y emisores de migrantes, así como la priorización de la migración en la agenda de los países y agencias internacionales. En esta línea, es importante impulsar el diálogo en los espacios multilaterales para la adopción de un enfoque de responsabilidad compartida ante los flujos migratorios globales, teniendo presente que todos los países son corresponsables de las dinámicas de los fenómenos migratorios.

Por otro lado, la migración representa importantes oportunidades para los países al constituirse en una vía efectiva para la reducción de la pobreza y la desigualdad. 

Es importante destacar que los flujos migratorios construyen lazos sociales, económicos y comerciales entre países y regiones, que pueden ser sumamente beneficiosos para el desarrollo. Para ello, es necesario una buena gestión enfocada en la inclusión socioeconómica de los migrantes, en la reducción de las brechas de productividad y desigualdad entre regiones, y en la generación de acuerdos internacionales. 

Toda esta perspectiva debe estar siempre acompañada de la defensa de los derechos de todas las personas en movilidad humana, especialmente de las más vulnerables. 

El Ecuador, consciente de su responsabilidad con la comunidad internacional, viene promoviendo acciones para lograr una migración segura, ordenada,
regular y responsable, que permita garantizar los deberes y derechos de las personas en situación de movilidad humana y combatir las redes de trata de personas y tráfico ilícito de migrantes.

En esta línea, el Estado ecuatoriano aborda estos desafíos privilegiando la protección de los derechos de las personas en movilidad humana y su política migratoria se basa en la coherencia, ya que todo lo que se solicita para los ecuatorianos en el exterior se ofrece en el Ecuador.

Esta visión responde a la búsqueda de una gobernanza de la migración centrada en los derechos humanos y normas internacionales, considerando que esto implica la búsqueda de acuerdos y consensos respecto al compromiso y la cooperación internacional sobre los flujos migratorios. 

De esta manera, el debate internacional sobre la migración debe incorporar los derechos humanos y la corresponsabilidad por parte de los países de origen, tránsito, destino y retorno de las migraciones internacionales. 

1. Política de movilidad humana del Ecuador 

El Ecuador es un país de emisión, recepción, tránsito, retorno y refugio de personas, dinámicas de movilidad humana que varían en cantidad e impacto y son agravadas en contextos de crisis, como la provocada por la pandemia del COVID 19 o conflictos armados como el de Rusia y Ucrania.

La política del Ecuador en materia migratoria se basa en el respeto a los derechos humanos y en principios constitucionales, tales como: la libre movilidad de las personas dentro del Estado; ningún ser humano será considerado como ilegal por su condición migratoria; no discriminación e igualdad de derechos para ecuatorianos y extranjeros, entre otros. 
De igual forma, Ecuador ha reiterado su compromiso en la protección y garantía de los derechos de los migrantes, al tiempo que hace un llamado a los países receptores que actúen basados en los derechos, las normas internacionales y la cooperación multilateral, así como en la necesidad de promover acciones para prevenir todo tipo de discriminación y la xenofobia, como un medio para garantizar la inclusión social.

En esta línea, desde diciembre de 2020, el Ecuador es uno de los más de 30 países “precursores” o “champions” de la implementación del Pacto Mundial sobre Migración Segura, Ordenada y Regular (PMM). Este Pacto tiene entre sus objetivos reducir los riesgos y las vulnerabilidades a las que se enfrentan los migrantes en las diferentes etapas de la migración, respetando, protegiendo y cumpliendo sus derechos humanos y brindándoles atención y asistencia. 

Asimismo, el Ecuador es Parte de la Convención de las Naciones Unidas para la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y sus Familiares, adoptada en 1990, un importante instrumento internacional en materia de reconocimiento de derechos laborales para las personas en situación de movilidad humana. 
El país también mantiene una activa participación en el Foro Mundial sobre Migración y Desarrollo, que es una iniciativa de un importante y variado número de miembros de las Naciones Unidas para discutir los aspectos multidimensionales de la migración y el desarrollo. El Ecuador fue presidente del Foro en el año 2019 y fue parte de la Troika en el 2020 y 2021. Adicionalmente, el Ecuador es uno de los 25 países que forma parte del Grupo Directivo del Foro. También suscribió el Pacto Mundial para los Refugiados.
Es importante destacar el rol del Ecuador a nivel regional en materia migratoria. Impulsó el denominado Proceso de Quito, que se generó en el año 2018, como respuesta al inusual y masivo flujo migratorio venezolano que requirió de una respuesta efectiva, coordinada y conjunta por parte de los países de la región.

Asimismo, el país participa activamente en las reuniones de la Conferencia Sudamericana de Migraciones -CSM-. Este proceso consultivo regional está orientado a generar y coordinar iniciativas y programas dirigidos a promover y desarrollar políticas sobre las migraciones internacionales y su relación con el desarrollo y la integración regional. 

Es necesario destacar que, para el Ecuador, es prioritario promover una mayor cooperación internacional en materia de movilidad humana. Por lo tanto, es importante que los países e instituciones donantes continúen movilizando recursos para las comunidades de acogida. 

2. Protección Internacional e inclusión 

El Ecuador realiza ingentes esfuerzos en materia económica y social para la acogida de migrantes y refugiados en el país, especialmente para la atención de migrantes y refugiados venezolanos. Conforme a la normativa interna del país, se ha facilitado el acceso universal de esta población migrante a los servicios de salud y educación, independientemente de su condición migratoria.
Es importante destacar que el Ecuador es de los países de la América Latina y el Caribe con el mayor número de personas reconocidas con la condición de refugiados -más de 73.969 personas reconocidas oficialmente desde 1989-. 

Con el objetivo de lograr una mejor inclusión de los migrantes, el Ecuador ha impulsado el diseño e implementación de estrategias que, con apoyo de la cooperación internacional, se enfoquen en mecanismos de inclusión socioeconómica de la población extranjera residente en el Ecuador, focalizado en la atención prioritaria a grupos más vulnerables de esa población. 

Sobre las situaciones de vulnerabilidad, desde 2018, el Ecuador ha atendido a más de 53.705 casos de personas en movilidad humana con alguna caracterización de vulnerabilidad, siendo el 2020, 2021 y 2022, como los años con máximos históricos, con más de 13.000 casos anuales, por la atención a causa de la pandemia del Covid-19.  

Entre estas políticas públicas sobre migración se ha priorizado la inclusión de personas en situación migratoria irregular en el país, a través de procesos de regularización extraordinarios. Uno de estos procesos se realizó entre agosto de 2019 y marzo de 2021, en el que se otorgaron 56.052 visas humanitarias (VEHRU) y 37.014 visas que corresponden a otras categorías migratorias fuera de las visas VERHU a ciudadanos venezolanos. En total se concedieron 93.066 visas. 
En esta misma línea, en la actualidad el Ecuador se encuentra llevando a cabo un nuevo proceso de regularización, que inició el 1 agosto de 2022, el cual tiene por objetivo brindar una nueva oportunidad para la estancia regular de ciudadanos venezolanos y de otras nacionalidades. El proceso contempla un componente de integración socioeconómica, el cual también se llevará a cabo con el apoyo de la cooperación internacional. Hasta el 15 de mayo de 2023, se han otorgado 49.570 visas de residencia temporal de excepción (VIRTE)

Este nuevo proceso se desarrolla en 3 etapas: a) Regularización extraordinaria de venezolanos que ingresaron por puntos regulares, incluyendo a NNA no acompañados o separados; b) Regularización extraordinaria de ciudadanos de otras nacionalidades que ingresaron por puntos regulares; c) Regularización extraordinaria de ciudadanos venezolanos que ingresaron por puntos irregulares. 

3. Lucha contra la migración riesgosa

El incremento de la migración riesgosa, a través de diferentes rutas, es preocupante y peligroso, ya que deriva en el aumento de deportaciones, desaparecidos, fallecidos y el incremento de casos de niños, niñas y adolescentes no acompañados. 
Es necesario tomar acciones mancomunadas para la prevención y mitigación de este tipo de migración, así como el fortalecer el intercambio de información para una mejor protección y asistencia a las personas en movilidad, además de establecer programas de prevención y extender los servicios de las instituciones estatales. 
Es preciso subrayar que las restricciones a la migración regular alimentan a los grupos de delincuencia organizada transnacional, dedicados al tráfico ilícito de migrantes y la trata de personas. Este tema requiere una cooperación y coordinación a nivel multilateral, regional y bilateral, ya que estos retos y amenazas implican el necesario combate al crimen internacional. 

En el Ecuador existe una hoja de ruta para prevenir y dar respuesta a la migración riesgosa, implementada desde septiembre de 2021, que se alinea al programa nacional del Plan de Acción contra la Trata de Personas en Ecuador (PACTA). Entre algunas de las acciones que se vienen ejecutando, se incluyen la creación de oportunidades de desarrollo en las zonas de mayor emigración; creación de oportunidades de migración regular; lucha contra el Tráfico Ilícito de Migrantes; y, mejoras en la atención y respuesta para víctimas de migración riesgosa. 

También se han elaborado protocolos e instructivos para la actuación interinstitucional para la atención de casos de víctimas de tráfico ilícito de migrantes y la trata de persona, otorgando especial atención a casos de vulnerabilidad, entre ellos el de niñas, niños y adolescentes.

4.  Migración circular  

Es indispensable facilitar y mejorar las vías de acceso a una migración regular. Ello permite luchar contra el tráfico ilícito de migrantes e impulsar una migración regular, ordenada, segura y responsable. 
En esta línea, el Ecuador considera que es necesario avanzar en la concreción de acuerdos enfocados en la migración circular y en los programas de trabajo y vacaciones, que brinden una opción para la migración laboral por vías regulares en las que se protejan los derechos de los migrantes. Este tipo de proyectos involucra no solo el fortalecimiento de las capacidades y recursos humanos de los países emisores de migrantes, sino que brinda oportunidades para los países de destino.
Ecuador promueve del fortalecimiento de estos proyectos y en 2022 se implementó el primer plan piloto de Migración Circular con el Reino de España, por el que 223 trabajadores agrícolas ecuatorianos viajaron a ese país entre diciembre del 2021 y febrero de 2022. Tras culminar sus contratos laborales retornaron al país entre los meses de junio y octubre 2022.

En septiembre 2022 se da inicio a la segunda fase del programa piloto con España, en esta fase, viajaron 102 trabajadores agrícolas entre 13 y 14 de febrero 2023 que al momento laboran para distintas empresas en Huelva, España.

5. Género y migración 

El género es un factor relevante que influye en las dinámicas de los flujos migratorios y en las necesidades específicas de los grupos en movilidad. El impacto de las brechas de desigualdad, condiciones de vulnerabilidad, asistencia, inclusión y protección requieren tener en cuenta de manera transversal el enfoque de género frente a la atención de personas en movilidad. 

El impacto de la violencia de género es una problemática central en el abordaje de la migración, especialmente la violencia a la que se ven expuestas las mujeres, niñas y adolescentes migrantes. Como respuesta a estos desafíos, los Estados deben fortalecer y establecer políticas específicas para la atención y protección de estos grupos específicos. 

4

